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    Las cadenas ya no están en nuestros pies, sino en nuestras mentes.

  


  
    
Prólogo


    Lunes por la mañana. Cuando entro por la puerta de la Facultad para ir a dar clase, tengo que sortear infinidad de mupis publicitarios que han invadido, como las flores en primavera, los espacios públicos de nuestra universidad. Letreros luminosos que anuncian las excelencias de diversas entidades bancarias, expositores publicitarios de los más diversos productos se convierten en una suerte de carrera de obstáculos que tengo que salvar para poder llegar a las aulas. Y como yo, todos los estudiantes se ven sometidos a esta sobreestimulación mañanera que les inunda y les indica ya qué prioridades destacan en la nueva universidad «estilo Bolonia», donde el espacio público de educación superior se comercializa al mejor postor.


    Lunes por la tarde. Voy a la biblioteca central de la Universidad para recoger un libro. Cuando saco el carnet que me identifica como miembro de la comunidad universitaria, vuelvo a ser consciente, una vez más, de que es una tarjeta de una entidad bancaria. Sí, de esas instituciones asociadas a la especulación financiera que nos ha arrastrado a esta crisis, de esas entidades acostumbradas a ser rescatadas con el dinero público, mientras dan suculentas indemnizaciones, prejubilaciones y créditos a sus directivos. Y la propia Universidad está «presidida» en su espacio central y más emblemático por un banco «empotrado» en nuestro campus: el banco patrocinador. Aunque nos preguntamos qué patrocinio ha hecho, cuando nuestros gobernantes les han regalado «generosamente» a fondo perdido más de 40 000 millones de euros que nunca nos devolverán. Cuántas cosas se podrían hacer en la Universidad con esos miles de millones, nos preguntamos muchas veces.


    Martes por la mañana. Llego al edificio del Centro de Tecnología de la Universidad para impartir una clase. Pero no está el conserje, y nos encontramos esperando casi cien personas para empezar las clases (los prometidos grupos pequeños del plan Bolonia se han quedado en estos grupos). Me recuerdan que ya no hay conserje, que el servicio lo privatizó la Universidad y que ahora lo realiza «uno de seguridad» de una empresa privada, y me explican que esto mismo se ha hecho con buena parte de los servicios de la Universidad. Cuando llega, nos dice que no da abasto a todo, que además le mandan a hacer fotocopias y un sinfín de tareas anexas que, aunque no son de su puesto de trabajo, se ve obligado a realizarlas para que no le echen, y le es imposible duplicarse. Ya hemos perdido más de 20 minutos en la espera. Ante las reclamaciones que se presentan al gerente sobre las condiciones laborales y las consecuencias para la docencia que conlleva la privatización de este servicio, la única contestación es, de nuevo: «no hay alternativa» y «así nos sale más barato» (siempre nos preguntamos quién es ese «nos» al que le sale más barato y a costa de qué y de quiénes). Pero parece ser que el criterio que rige ahora la Universidad es el económico.


    Miércoles por la tarde. Un alumno me comenta en tutoría que ha pedido una beca Erasmus, pero que la Universidad le exige, para poder optar a ella, pagar 35 euros en un examen de inglés. Un examen que se lleva a cabo mediante un sistema informático. Se indigna porque ahora haya que pagar aparte los exámenes. Se indigna porque ya le han anunciado que van a duplicar las segundas matrículas. Me dice que, si ahora la segunda matrícula vale sobre 85 euros, va a pasar a 500 euros, y la tercera, que ahora es de 120, pasará a unos 1000 euros. Me espeta que está trabajando para poder pagarse los estudios, y me pregunta si lo único que sabe hacer mi Universidad es «cobrar por todo, hasta por respirar». No se me ocurre nada que responderle. Porque pienso que no solo se está convirtiendo en una empresa que hace caja por todo, sino que paga cada vez más precariamente a su profesorado, privatiza y comercializa la propia entidad, su espacio público y su conocimiento, y cada vez se hipoteca más en manos de financiación privada, que impone sus logotipos y promueve cátedras que responden a los intereses de quienes la patrocinan.


    Todavía vamos a mitad de semana y me temo que esto vaya a empeorar. Pero lo que más me ha llamado la atención es que a nadie parece molestarle. Todos muestran una indiferencia que se me antoja cómplice o al menos desesperanzada. El problema de fondo, me planteo, es que están ganando la guerra económica porque han ganado la guerra ideológica. Han colonizado nuestro pensamiento, nuestros deseos y esperanzas. Y esto es lo que fundamentalmente me aterra.


    Por eso escribo este libro. Tratando de descolonizar a lo largo de él mi propio imaginario teñido por una ideología neoliberal que se infiltra en cada rincón y a cada momento, y genera ya no rebeldía y contestación, sino hastío y desidia en quienes la sufren más directamente. Buscando realizar un ejercicio de deconstrucción de la ideología neoliberal en la educación, pero también una llamada a la lucha por construir otra educación y otra sociedad posibles, cuya llama sigue brillando en el compromiso de tanta gente que aún mantiene la esperanza y la lucha.

  


  
    
Introducción


    No solo vivimos una guerra económica, donde el saqueo de los recursos colectivos se perpetra desde los cómodos despachos de Wall Street y el Ibex 35. Asistimos simultáneamente a una guerra ideológica que impone imaginarios colectivos afines al pensamiento dominante. Y el papel de los sistemas educativos en la construcción de esta narrativa es determinante para el lobby neoliberal.


    Este relato doctrinal e ideológico se centra en cuestionar, minimizar y recortar el papel del Estado y las responsabilidades de las instituciones públicas respecto a la protección de lo que fueron los derechos sociales y la defensa de lo común y público, y en reprimir cualquier forma de organización colectiva que pueda desafiar ese «estado de las cosas». Suele racionalizarse como «libertad» envuelta en el lenguaje del individualismo «emprendedor», que convierte a las víctimas en culpables de su suerte. Desregular, liberalizar y privatizar se han convertido en los dogmas del programa neoliberal.


    Han tardado años, han gastado miles de millones en promover su doctrina, pero cada céntimo ha valido la pena. Porque aplicaron la propuesta de Gramsci: si eran capaces de controlar la mente de la gente, su corazón y sus manos también serían suyos. De esta forma, el discurso neoliberal es visto actualmente como la condición natural y normal de la humanidad.


    El neoliberalismo es, en esencia, un capitalismo sin contemplaciones. La expresión más reciente para describir la eterna lucha de clases de esa minoría que se ha enriquecido a costa de quienes mantienen constantemente sumidos en la pobreza hasta límites genocidas, con el agravante del «pillaje planetario» de las riquezas y los recursos de la naturaleza, del conocimiento compartido y del esfuerzo colectivo que son los «bienes comunes» de la humanidad.


    Esta ideología se ha extendido como un virus por todos los rincones del planeta, imponiendo la adoración unánime de los valores de la sociedad neoliberal. Una monocultura que maneja las mismas informaciones y noticias en todas partes. Donde se ven las mismas películas, se conducen los mismos automóviles, se imponen las mismas modas, se escuchan las mismas canciones y se soportan los mismos anuncios publicitarios. En ellos se reflejan nuestros sueños y anhelos. Sus imágenes dominan los sueños, y los sueños determinan las acciones.


    Pasado el tiempo de la conquista por la fuerza, llega la hora del control de las mentes y las esperanzas a través de la persuasión. La «McDonaldización» es más profunda y duradera en la medida en que el dominado es inconsciente de serlo. Razón por la cual, a largo plazo, para todo imperio que quiera perdurar, el gran desafío consiste en domesticar las almas.

  


  
    
El mercado educativo neoliberal


    A imagen del modelo sociocultural neoliberal se está construyendo una educación neoliberal. Una educación neoliberal que, a su vez, realimenta, asienta y refuerza el modelo social.


    El capitalismo persigue el beneficio, ese es su objetivo principal. Por ello necesita crecer continuamente y obtener más beneficio. Es como una bicicleta: si dejamos de pedalear, se derrumba. El problema es que el capitalismo, como un virus, se ha extendido por todo el globo y por todos los ámbitos del planeta, de modo que ha convertido en negocio todos los aspectos de la vida. Prácticamente, ya no le quedan nuevas fronteras, otros espacios que conquistar geográficamente. La última frontera, el último far west que le quedaba por asaltar son los bienes comunes, lo público y, sobre todo, los servicios sociales que proporciona el Estado. Una fuente inagotable, puesto que son básicos, necesarios y esenciales para todos los seres humanos de todo el planeta, de forma continua.


    Para el capital financiero, los bienes comunes son el último gran mercado que hay que asaltar, un fabuloso tesoro que, en educación, se cifra en casi cuatro billones de dólares al año según la Unesco. Cuando el mercado entra en la educación no solo se emprende un proceso de privatización y mercantilización de todo el sector educativo, desde el infantil al universitario, sino que genera un efecto colateral crucial, porque transforma el sistema educativo mismo. Se comienza a ver como un medio para el desarrollo de la competitividad en el mercado global y como una inversión personal en el éxito individual futuro en ese mercado.


    Los efectos se manifiestan no solo en desigualdades y segregación (quién puede y quién no puede pagar esa «inversión», quién se coloca en los grupos o centros de «excelencia» y quién es segregado en los «itinerarios basura»), sino también en el contenido de los conocimientos (se valoran las materias más rentables en términos económicos de promoción profesional y social, se centra la enseñanza en alcanzar los mejores resultados de los exámenes estandarizados); en el desarrollo de formas de gestión gerencial y de mentalidades jerárquicas, consumistas y competitivas; en las formas de aprendizaje (orientadas a la obtención de resultados en las pruebas estandarizadas y centradas en aquellos aprendizajes pragmáticos que tengan futura empleabilidad). Se pone así en marcha una «industrialización del sistema educativo» al crear mercados educativos impulsados por los principios de «libre selección» y competición constante.


    Las actuales políticas educativas fomentan el proceso de privatización educativa mediante la financiación pública de centros de enseñanza privada y la potenciación de su demanda, con diferentes estrategias que insisten en la implicación del mundo empresarial, denominado eufemísticamente «proveedores no gubernamentales» –algo que lleva recomendando la OCDE desde 1987–. Así, se les facilita la construcción y creación de centros privados mediante la cesión de suelo público, se adjudican directamente a empresas la explotación de centros públicos, se crean «zonas únicas» de escolarización (eliminando el criterio de proximidad y de distribución equilibrada de todo el alumnado a la hora de la matriculación), se amplían los criterios de los centros privados financiados públicamente para seleccionar a su alumnado y se establecen mecanismos para financiar públicamente más tramos de la enseñanza privada, como la educación no obligatoria, mediante cheques escolares que financian la demanda o desgravaciones fiscales para quienes lleven a sus hijos e hijas a colegios privados.


    En paralelo, se aplican y extienden medidas de privatización de la red pública mediante la introducción de «técnicas de gestión de la empresa privada» en la dirección y organización de los centros educativos, que aseguran que son más eficaces, a pesar de ser precisamente esas formas de gestión en los bancos privados y las financieras quienes desencadenaron la mayor crisis-saqueo de la economía, que hemos pagado los de abajo. Pero estas estrategias con sus indicadores de resultados permiten establecer sistemas de medición y «rendición de cuentas» que facilitan «rankings comparativos» de centros, con lo que se generan un sistema de «expositorio educativo» de cara a promover la elección en el mercado de la educación. En este modelo, la gestión «flexible» desde la dirección/gerencia de los «recursos humanos» (lo cual se ha facilitado extraordinariamente con las reformas laborales), las fórmulas contractuales de «gestión por objetivos» y «pago por resultados» (contratos-programa) para la financiación y sostenimiento de los centros (dar más a las escuelas o al profesorado que mejores resultados académicos obtienen) se convierten en las estrategias para gestionar los centros como si fueran empresas.


    Ello viene acompañado también de «medidas de comercialización» que avanzan en la utilización de los centros por empresas privadas que llevan a cabo actividades lucrativas complementarias en horario escolar o fuera del mismo; el fomento de la financiación externa (publicidad, alquiler de locales, patrocinio privado, máquinas expendedoras de productos, etc.) que convierten el centro docente en un espacio más comercial que educativo; la externalización o subcontratación de actividades extraescolares, comedores, incluso la formación del profesorado, la evaluación de los centros o la construcción y mantenimiento de edificios escolares, o la introducción dentro del currículo académico y del horario lectivo de personal privado y ajeno a los requisitos de acceso a la función docente.


    Los organismos internacionales –como el FMI, la OMC, el BM– impulsan esta «liberalización» o «externalización»; eufemismos que esconden la privatización y conversión en negocio de la educación. Han diseñado para ello un «movimiento de recorte de la financiación pública en beneficio –aseguran– de una mayor respuesta del mercado, junto con una mayor apertura hacia mecanismos alternativos de financiación», como el impulsado por la Organización Mundial del Comercio (OMC), el GATS, el CETA y el TISA, donde las corporaciones tienen poder por encima de los estados. Los organismos internacionales de menor rango, como la OCDE, emiten «informes de expertos y expertas» que consagran esta doctrina en forma de «recomendaciones», presionados por los lobbies patronales del sector. Y los gobiernos nacionales se amparan en estos «informes técnicos neutros» para demostrar que es urgente e imprescindible acometer estas «recomendaciones» para no perder «competitividad».


    De esta forma, la ideología neoliberal se ha convertido en el «telón de fondo» de los ajustes de la política educativa mundial; ajustes que no se limitan al recorte en la asignación de recursos o a su privatización, sino que afectan básicamente a los núcleos centrales del ideario educativo y a las políticas pedagógicas.


    Es difícil reconocer alguna divergencia sustantiva en acciones y discursos de quienes actualmente orientan estas propuestas de cambio educativo en todo el mundo. No solo estamos ante un proceso privatizador a escala mundial, abriendo la educación a los mercados y quebrando la concepción de la educación como un derecho social que ha de ser protegido por el Estado, sino que se está adecuando la misma educación a los principios y prácticas del mercado, convirtiendo la educación en un producto más que se compra y se vende según la ley de la demanda y de la oferta, en un mercado supuestamente «libre» y autorregulado, en el cual el Estado debe dejar de interferir progresivamente. Lo sorprendente es que esta dinámica neoliberal se ha configurado como «sentido común» tan poderoso que ha sido capaz incluso de redefinir los límites de la discusión.


    Se trata, en definitiva, de negar la condición de derecho social de la educación y transformarla en una posibilidad de consumo individual, variable según el mérito y la capacidad de los consumidores y las consumidoras. El sistema educativo, desde la infancia hasta la educación superior, pasa así del ámbito prioritario de los valores culturales y educativos a la lógica urgente del valor económico.


    
Potenciar la «oferta» privada


    Una de las formas de privatización y venta del derecho público a la educación, que se ha ido extendiendo en España, son los denominados conciertos; es decir, la financiación con recursos públicos de centros privados, en su mayoría regidos por la Iglesia católica y, últimamente, el mundo empresarial.


    El sistema de conciertos educativos se planteó inicialmente como una medida transitoria, como complemento a la red pública, ante la insuficiencia de centros públicos que existían en España a principios de los años ochenta, cuando el derecho a la educación se hizo universal. Sin embargo, la notable mejora cuantitativa y cualitativa de la red pública de centros hace que, en el momento actual, el mantenimiento de unidades escolares en centros concertados no se pueda justificar por la insuficiencia de los centros públicos para atender la demanda, sino más bien por razones de tipo ideológico de una determinada corriente neoliberal, muy extendida, ligada a la supuesta «libertad de elección». Además, en una coyuntura de crisis económica duradera y escasez de recursos públicos, se plantea un evidente problema al derivar los fondos públicos a financiar opciones privadas. Máxime cuando se están concertando unidades en zonas donde hay unidades públicas que se cierran. Si se tienen que distribuir los escasos recursos económicos públicos con colegios privados, lo que se está haciendo es estrangular progresivamente los públicos.


    El dinero público dedicado a la educación concertada ha subido en España un 43 % en una década y ya supera los 6000 millones anuales: según datos del Consejo Escolar del Estado, la escuela concertada recibió en el curso 2012-2013 más de 6300 millones de euros. Pero esto se incrementa sustancialmente en las comunidades autónomas gobernadas por conservadores o neoliberales, donde hay un progresivo desvío del dinero público destinado a subvencionar los centros privados, mientras se aumenta el recorte de financiación a la educación pública. Si la media de centros privados financiados públicamente alcanza el 32,7 % en el país, en algunas de las comunidades en las que han gobernado partidos conservadores, el porcentaje supera ya ampliamente el 50 % (Cataluña, Madrid, Valencia, Navarra y País Vasco). La Comunidad de Madrid, regida por un gobierno conservador, ahora apoyado por uno neoliberal (PP-Ciudadanos), desde 2006 ha incrementado los conciertos un 26 %, mientras que la inversión en enseñanza pública ha caído casi un 50 %; y en el curso 2017-2018 ha destinado 22 millones de euros para la financiación de escuelas infantiles públicas y 36 millones en «cheques guardería» para privadas. Es más, los gobiernos del PP en Madrid han concertado 15 nuevos colegios que segregan por sexos y han multiplicado por diez el presupuesto asignado a estos colegios, que en 1999 recibían 4,1 millones de euros y en 2017 obtuvieron 39 millones de financiación pública.


    No solo se está produciendo una desinversión en la educación pública, sino que buena parte de los recursos públicos destinados a educación se dedican a financiar la enseñanza privada en régimen concertado. Las políticas de los últimos 15 años en España, con gobiernos tanto conservadores como socialdemócratas, evidencian la apuesta por la concertada, que ha supuesto un adelgazamiento de la pública (un 4,6 %) y un sustancial aumento de la concertada (un 6,2 %), llegando a triplicar casi el volumen de aulas concertadas en este período. De esta forma, la escuela privada concertada se ha convertido hoy en una competencia frente a la red pública, pues ha recibido un volumen cada vez mayor de recursos económicos a través de los conciertos educativos.


    Se produce así un proceso continuado de privatización silenciosa del sistema educativo, a través de esta «privatización blanda» y gradual, mediante la extensión de los conciertos. Actualmente se ha alcanzado una situación en que prácticamente toda la enseñanza privada se encuentra concertada. Y lo más significativo es que el 63 % de este sector privado (que representa un tercio de la oferta de enseñanza en su conjunto) corresponde a centros docentes de la Iglesia católica, que constituyen un auténtico subsistema consolidado y con gran poder. Por supuesto, los colegios privados y concertados se concentran en grandes núcleos urbanos. Las zonas menos desarrolladas (zonas periféricas de las ciudades, zonas rurales, etc.), que no son fuente de negocio, han de ser asumidas por la educación pública.


    Se puede considerar que España constituye al respecto una anomalía dentro del panorama europeo. Somos el tercer país de Europa en este tipo de centros privados sostenidos con fondos públicos, detrás de Bélgica y Malta. En todos los demás países (Francia, Holanda, Alemania, Austria, Reino Unido, Suecia, la católica Italia o Finlandia, entre otros) la educación es fundamentalmente pública (89,2 % en educación primaria y un 83 % en educación secundaria en la UE-28, frente al 67,3 % de España).


    Finlandia tiene una financiación en inversión educativa que supone el 12,81 % del gasto público y el 7,19 % del PIB, y un 98,8 % de escuelas públicas. En España, en cambio, el 31 % de los centros educativos son privados o concertados, y el porcentaje de inversión educativa está en un 4,36 % del PIB. Si Finlandia gasta 40 866 euros por alumno o alumna, en España son 35 151. Solo con estos datos ya observamos que los buenos resultados académicos son proporcionales al nivel de inversión y a la garantía de una única red educativa como elemento cohesionador.


    El modelo neoliberal tiene una clara voluntad política de acabar con un sistema público de calidad y convertirlo en un sistema subsidiario de una enseñanza privada –sostenida, eso sí, con fondos públicos–. La función subsidiaria de este sistema público sería la formación de los sectores sociales desfavorecidos y sin un futuro académico brillante. Consolidar esta doble red (pública/concertada) supone admitir el primer y más importante mecanismo de segregación social del sistema educativo. Supone también renunciar al concepto de enseñanza como bien público al que se debe acceder digna, universal y gratuitamente.


    
Libre elección neoliberal


    Lo sorprendente es que la potenciación de los conciertos educativos obedece a una voluntad política de gobiernos conservadores y neoliberales que la Constitución española no ampara. De acuerdo con la Constitución, la educación es un derecho social que los poderes públicos están obligados a garantizar y organizar a través de la planificación general de la enseñanza, la creación de centros docentes públicos y la participación efectiva de la sociedad en su gestión. La libertad de enseñanza reconocida por la Constitución española (artículo 27) se concreta en la posibilidad de creación de centros privados, con arreglo a una normativa estatal. Pero en modo alguno se contempla en nuestra Constitución, ni en el derecho comparado, la posibilidad de que las familias deban recibir una ayuda pública para elegir entre ambas redes, pública y privada, ni que esta última deba ser financiada con fondos públicos. El texto constitucional establece que la enseñanza básica es obligatoria y gratuita, pero no prescribe que el Estado esté obligado a garantizar esa gratuidad en colegios privados por el simple hecho de que las familias elijan un centro distinto del creado y gestionado por los poderes públicos.


    En una interpretación abusiva se quiere confundir el derecho a crear centros privados con el derecho de las familias a recibir una ayuda pública para elegirlos, lo que en modo alguno está en nuestra Constitución ni en el derecho comparado. Así lo dejó asentado el Tribunal Constitucional en la sentencia 86/1985, de 10 de julio, dictada por su Sala Segunda: «…siendo del todo claro que el derecho a la educación –a la educación gratuita en la enseñanza básica– no comprende el derecho a la gratuidad educativa en cualesquiera Centros privados, porque los recursos públicos no han de acudir, incondicionadamente, allá donde vayan las preferencias individuales».


    No obstante, se argumenta que, cuanto mayor sea la oferta educativa, mayor libertad tendrán las familias para poder elegir la educación para sus hijos e hijas. Pero lo que nos tenemos que preguntar es: ¿elegir qué? ¿Eligen las familias los contenidos que se imparten, las metodologías docentes, la forma de evaluación, el tipo de organización y funcionamiento del centro…? Los contenidos están prescritos, las metodologías son comunes y establecidas por el equipo docente, la normativa de funcionamiento obedece a directrices similares de la administración… Por lo tanto, ¿qué se pretende defender cuando se enarbola la «libertad de elección» de centro educativo?
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